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Tercero. Esta Resolución se publicará en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía y se notificará a los interesados, 
de acuerdo con lo previsto en los artículos 40 y 41 de la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre.

Contra esta Resolución, que no pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso de alzada, directamente 
o por conducto de esta Delegación Provincial, ante el Excmo. 
Sr. Consejero de Vivienda y Ordenación del Territorio de la 
Junta de Andalucía, en el plazo de un mes, contado a partir 
del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o 
publicación de la presente Resolución, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 22.3 del Decreto 193/2003, de 
1 de julio, modificado por la disposición transitoria única del 
Decreto 202/2004, de 11 de mayo, y 48.2, 114 y 115 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y ello sin perjuicio de que pueda ejercitar cualquier 
otro recurso que estime procedente.

Huelva, 28 de mayo de 2008 

 CONSEJERÍA DE EMPLEO

RESOLUCIÓN de 27 de octubre de 2008, de la 
Dirección General de Trabajo y Seguridad Social, por 
la se acuerda la inscripción, depósito y publicación del 
laudo arbitral dictado para resolver las discrepancias 
de interpretación y aplicación del art. 19 del III Con-
venio Colectivo para el Sector de la Acuicultura Marina 
en Andalucía en el período 2006-2007, en lo relativo al 
cálculo del incremento salarial para el año 2007.

Visto el laudo arbitral de veinticuatro de julio de dos mil 
ocho, dictado por doña María Fernanda Fernández López en 
el expediente del SERCLA núm. 41/2008/148 sobre la inter-
pretación y aplicación del articulo 19 del III Convenio Colec-
tivo para el Sector de la Acuicultura Marina en Andalucía en 
el período 2006-2007, en lo relativo al cálculo del incremento 
salarial para el año 2007, y de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 83.3 en relación con el 90, apartados 2 y 3, 
del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajado-
res aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo; el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre 
Registro y Depósito de Convenios Colectivos de Trabajo; Real 
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre, sobre Traspaso de 
Competencias en materia de Trabajo y Decreto del Presidente 
10/2008 de 19 de abril de las Vicepresidencias y sobre rees-
tructuración de Consejerías, esta Dirección General de Trabajo 
y Seguridad Social,

R E S U E L V E

Primero. Ordenar la inscripción en el Registro de Conve-
nios Colectivos de Trabajo de ámbito interprovincial con notifi-
cación a las partes.

Segundo. Remitir un ejemplar del mismo al Consejo An-
daluz de Relaciones Laborales para su depósito.

Tercero. Disponer la publicación del Texto del Laudo en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 27 de octubre de 2008.- El Director General, Juan 
Márquez Contreras.

María Fernanda Fernández López, Catedrática de Dere-
cho del Trabajo y Seguridad Social de la Universidad de Sevilla, 
designada árbitro en el procedimiento de arbitraje 41/2008, 
iniciado por escrito de fecha 23 de junio de 2008, pendiente 
entre la Asociación de Empresas de Acuicultura Marina de 
Andalucía (ASEMA, en adelante), representada por don Jorge 
Abril Cáceres y la Federación de Transportes, Comunicacio-
nes y Mar de la Unión General de Trabajadores de Andalucía 
(en adelante, UGT-A), representada por don Manuel Romero 
García, así como la Federación de Comunicación y Transpor-
tes de Comisiones Obreras de Andalucía (en adelante, COAN), 
representada por don Miguel Jurado Rodríguez, emite Laudo 
Arbitral con base en los siguientes fundamentos de hecho y 
de derecho.

A N T E C E D E N T E S

1. El día 23 de junio de 2008 tuvo entrada en el SERCLA 
el mencionado escrito de iniciación del procedimiento de arbi-
traje, firmado por las representaciones de CCOO-A y ASEMA, 
señalando como interesada a UGT-A, que ha comparecido en 
las actuaciones y firmado el escrito de alegaciones conjunta-
mente con la representación de CCOO-A.

2. En dicho escrito se señalaba como «cuestión objeto 
del conflicto con especificación de los preceptos de la norma 
o normas afectadas», el art. 19 del III Convenio Colectivo de la 
Acuicultura Marina en Andalucía.

3. Se indicaba, asimismo, como «puntos sometidos a la 
consideración del árbitro», la «interpretación de la aplicación 
del art. 19», se entiende que del referido Convenio.

4. Aceptado el nombramiento por mí el 3 de julio de 
2008, fueron las partes requeridas para presentar alegaciones 
por escrito, lo que ambas efectuaron en tiempo y forma.

5. La representación de UGT-A y COAN presentó su es-
crito de alegaciones en 10 de julio de 2008, haciendo constar 
en él, brevemente expuesto, lo siguiente: que la base del con-
flicto la constituye la interpretación del art. 19 del III Convenio 
Colectivo de Acuicultura Marina de Andalucía. Según el refe-
rido precepto: «La duración del presente Convenio es la que 
se establece en el art. 4 de este texto (desde el uno de enero 
de 2005 al 31 de diciembre de 2007). Se acuerda la tabla 
salarial que acompaña al texto como Anexo I, y que servirá de 
base para el cálculo del incremento retributivo del siguiente 
año. En caso de que el IPC real, a 31 de diciembre de 2005, 
fuera diferente del IPC previsto y aplicado (2%), se procederá 
a la revisión de los salarios por la diferencia, actualizándose 
salarios y tabla para el cálculo de posteriores subidas del año 
siguiente, y abonándose la diferencia con carácter retroactivo 
desde el 1 de enero de 2005. Para el segundo año del pre-
sente Convenio y por el período comprendido desde el 1 de 
enero al 31 de diciembre de 2006, la tabla salarial de 2005 
revisada se incrementará en todos los conceptos del Convenio 
en el IPC previsto por el Gobierno para este año, aumentado 
en un 1%, con cláusula de revisión de todos los conceptos al 
IPC real del año 2006, abonándose la diferencia con carácter 
retroactivo desde el 1 de enero de 2006. En el último año 
del presente acuerdo, por el período comprendido desde el 
1 de enero de 2007, la tabla salarial de 2006 se incrementa 
en todos los conceptos del Convenio en el IPC previsto por el 
Gobierno para este año aumentado en un 1%, con cláusula de 
revisión de todos los conceptos al IPC real del año 2007 abo-
nándose la diferencia con carácter retroactivo desde el 1 de 
enero de 2007. Salario Convenio es la cantidad que figura en 
el Anexo I a este convenio y que consta de Salario Base y Plus 
de Especialización y se fija según la clasificación profesional 
expresada en la tabla y en el art. 12 del presente Convenio. Se 
entiende por IPC real el publicado por el Instituto Nacional de 
Estadística para el conjunto nacional».

6. Desde el punto de vista de la representación de los 
trabajadores, la revisión salarial tiene carácter retroactivo, cal-
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culándose a principios de año sobre la tabla salarial revisada 
del año anterior. Consideran que así sucede también para la 
revisión de 2007, por analogía y porque en un mismo artículo 
donde se regula la revisión salarial no es preciso reiterar que 
la tabla será la del año anterior «revisada», pues eso se so-
breentiende. Exponen asimismo que durante la vigencia del 
Convenio todas las empresas del sector lo han entendido así, 
aplicando el incremento sobre la tabla revisada, pero en un 
número de empresas, desde febrero de 2008 se ha procedido 
a descontar a sus trabajadores un 1% del salario, aduciendo 
que se había aplicado incorrectamente la subida salarial del 
año 2007. El debate ha continuado durante la negociación 
del Convenio Colectivo para 2008, si bien la representación 
empresarial hace constar que la diferencia es del 0,7% y que 
podrá ser de hasta el 1,7% para acompasar los salarios en 
Andalucía con los fijados en el Convenio estatal. Entiende la 
representación de los trabajadores que la pretensión final es 
la aplicación del Convenio estatal, haciendo «desaparecer el 
de ámbito autonómico». Se cuestiona asimismo si el Convenio 
estatal tiene carácter de mínimo, al tratarse de un Convenio 
marco.

7. En aplicación del mismo precepto convencional, la 
representación empresarial entiende que, ante el tenor del 
art. 19 del Convenio cuestionado «las empresas, ante la falta 
de establecimiento y publicación de las tablas salariales por 
la Comisión Paritaria para los años 2006 y 2007, al no ha-
berse convocado dicha Comisión» procedieron a aplicar el 
incremento salarial «en base a su saber y entender». Pero, 
analizada esa aplicación realizada, estima la entidad compa-
reciente que es incorrecta, pues «a tenor de la lectura literal 
de la redacción del artículo… para ese segundo año (2007) 
no se había pactado la inclusión de la revisión en la tabla que 
se tomarían como base para el cálculo y confección de dicha 
tabla para el período del 1.1.2007 al 31.12.2007». Entiende 
la parte, por tanto, que los trabajadores han percibido impro-
cedentemente un 0,7% más en sus nóminas y, para subsanar 
este defecto, se apuntan tres posibilidades: a) se entiende que 
aplicar la reducción a la hora de la revisión del IPC real alcan-
zado en 2008; b) a la hora de negociar la subida salarial para 
2008; c) «incluso se podría establecer para su aplicación en 
Andalucía la tabla salarial del Convenio Nacional para dicho 
año, obteniéndose como resultado un incremento sustancioso 
en su aplicación para Andalucía y la equiparación de salarios 
a nivel nacional vencida como está la vigencia del Convenio 
andaluz en fecha 31.12.2007».

8. Citadas las partes de comparecencia para el día 23 de 
julio de 2008 las mismas se ratificaron en las respectivas pos-
turas manifestadas en los escritos antecitados, puntualizando 
efectivamente que el objeto de este arbitraje es la interpreta-
ción del art. 19 del III Convenio, quedando al margen las cues-
tiones de negociación, que se defieren a la del IV Convenio.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

1. Antes de cualquier otra consideración es preciso pun-
tualizar cuál es el objeto del presente procedimiento de arbi-
traje, que no es otro que el que las partes definieron en el 
escrito de iniciación del mismo, ratificándolo en el acto de 
comparecencia. Y tal objeto no es otro que la interpretación 
del art. 19 del III Convenio de Acuicultura Marina de Andalu-
cía, vigente para los años 2006-2007.

A esta materia ha de ceñirse el laudo, pura y exclusiva-
mente. Las consideraciones que efectúan ambas partes sobre 
la hipotética recuperación de cantidades indebidamente abona-
das, o el hipotético contenido salarial del futuro Convenio para 
2008 (incluso la pervivencia misma de esta unidad de negocia-
ción) no guardan relación de conexión directa e inmediata con 
la interpretación que haya de darse al III Convenio que, como 
bien admiten ambas partes, agotó formalmente su vigencia el 
31 de diciembre de 2007 (sin perjuicio de su ultraactividad en 

tanto se negocia un nuevo Convenio) y no guarda con el futuro 
Convenio ninguna vinculación necesaria, como se desprende 
de lo previsto en el art. 86.4 del R.D. Leg. 1/1995, de 24 de 
marzo, Texto Refundido del Estatuto de los Trabajadores (ET 
en adelante), pues las partes pueden establecer la cuantía sa-
larial para 2008 de la forma que consideren más conveniente 
y oportuna, tenga o no como base la tabla salarial de 2007 re-
visada o sin revisar; incluso conduzcan o no las negociaciones 
a la desaparición del Convenio autonómico.

De la misma manera, tampoco responde a la cuestión 
planteada la alegación que en algún momento efectúa la re-
presentación de los trabajadores acerca del carácter o no de 
mínimos de los salarios del convenio Marco estatal. Si tiene 
o no este carácter es una cuestión diversa del alcance de la 
subida salarial para 2007 y la forma de calcularla, que es en 
esencia lo que se ha pedido desde el inicio del procedimiento, 
aparte del pronunciamiento al efecto de la propia Comisión Pa-
ritaria del Convenio Estatal. Incluso, si tuviera efectivamente la 
consideración de mínimo el pacto estatal es una cuestión que 
se planteará, todo lo más, una vez que se conozca cuál ha de 
ser la cuantía de la revisión salarial para 2007, que es justa-
mente el problema que ha justificado este procedimiento.

Con el limitado alcance que las partes han dado al pro-
cedimiento en el escrito de iniciación del mismo, se dictará el 
presente laudo, sin admitir cuestiones nuevas que supondrían, 
de asumirlas, una actuación ultra vires.

2. La cuestión planteada por ambas partes, una vez que 
se desprenden los razonamientos accesorios, versa sobre el 
sentido que ha de dársele al art. 19 del III Convenio Colectivo 
del sector para Andalucía, en concreto, para la revisión salarial 
de 2007 se discute si la base de cálculo (sobre la que se ha 
girar el porcentaje correspondiente al IPC del año anterior más 
el 1%) está constituida por la tabla salarial para 2006 obtenida 
–se entiende—mediante la aplicación de los conceptos previs-
tos en el Convenio, entre ellos el IPC a diciembre de 2005, a 
la tabla del año anterior, sin incluir la revisión de la desviación 
respecto del IPC real, o por la tabla de 2006 revisada, y por 
tanto computando dicho incremento efectivo a diciembre de 
2006. El resultado de una u otra opción sería el porcentaje 
que un número indeterminado de empresas ha descontado de 
las nóminas de los trabajadores y que, parece, se cuestiona 
también en el momento de negociar el nuevo Convenio para 
2008. 

La representación de los trabajadores entiende que ha de 
aplicarse la tabla salarial revisada; ASEMA estima que no es 
así, pues el art. 19 del Convenio no hace referencia a que 
la tabla salarial de 2006 haya de ser la revisada, como sí lo 
hacía, por ejemplo, a la hora de prever la revisión para 2006, 
en relación con la de 2005. La base de esta última tesis es, 
pues, puramente literal: La no referencia expresa al término 
«revisada» a continuación de la mención de la tabla de 2006. 
La base de la tesis de la representación de los trabajadores 
es una interpretación «analógica» (más bien sistemática) del 
precepto, según la cual no sería preciso que el Convenio se 
refiriese a la revisión de la tabla en todos los casos para darla 
por sobreentendida.

3. La cuestión de las técnicas a aplicar para la interpreta-
ción de los Convenios Colectivos es una materia debatida, en 
la que resulta difícil hallar una respuesta unívoca, ni siquiera 
en la jurisprudencia del Tribunal Supremo. Por lo general, pa-
rece prevalecer la idea de que, al tratarse de actos con una 
naturaleza compleja, en la que conviven aspectos normativos 
y aspectos contractuales, la solución idónea para cada caso 
ha de deducirse de una interpretación integrada de las normas 
que en el Código Civil rigen la interpretación de los contratos 
y la de las normas. Con palabras del Tribunal Supremo “los 
criterios hermenéuticos sentados por la doctrina jurispruden-
cial para los convenios colectivos subrayan, en primer lugar, el 
doble carácter de norma jurídica constitutiva de fuente directa 
de la relación laboral y de pacto entre empresarios y trabajado-
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res, lo que supone que para su interpretación ha de acudirse 
tanto a las reglas que contemplan las normas jurídicas como 
las que se refieren a los contratos (STS 13 junio 2000, RCUD), 
en segundo lugar que el primer canon hermenéutico en la in-
terpretación de los contratos ha de ser «según el sentido pro-
pio de sus palabras» (art. 3 del Código Civil), «sentido literal de 
sus cláusulas» (art. 1281 Código Civil) (STS 25 enero 2005). 
Por último, que el art. 1281 CC «consta de dos párrafos pre-
vistos para supuestos distintos y el art. 1282 es supletorio del 
párrafo segundo del art. 1281, no del párrafo primero» (STS 
Sala Primera 17 marzo 1983). «La finalidad de este artículo 
radica en evitar que se tergiverse lo que aparece claro o que 
se admita, sin aclarar, lo que se ofrezca oscuro, siendo fac-
tor decisivo de interpretación, en el primer supuesto, las pala-
bras empleadas y en el segundo, la intención evidente de los 
contratantes» (STS-IV 16 octubre 2007 (RCUD, Ref. Westlaw 
2008\698).

Claro es que, para deducir el propio sentido de las pala-
bras expresadas no es suficiente un mero apego a un tenor 
literal que, como veremos, nunca ha sido demasiado preciso 
en el texto de los antecedentes del presente Convenio. La 
cuestión no es tan sencilla ni entonces ni ahora, por ello ha 
de indagarse la intención de los contratantes, y para esto será 
preciso recurrir a sus actos previos o posteriores a la elabora-
ción de la regla, paralelamente a como los antecedentes o el 
contexto en que ha de ser aplicada esclarecen el sentido de 
la norma.

En el caso, aparentemente, todo gira en torno al sentido 
de la omisión del adjetivo «revisada» a continuación de la re-
ferencia a la tabla de 2006. Ello ha conducido a la represen-
tación empresarial a entender que procedían las deducciones 
puesto que se había abonado a los trabajadores un salario 
incrementado en más de lo que el Convenio preveía. Pero no 
es ésta la verdadera cuestión. La esencia del problema es 
precisar qué se entiende por «tabla salarial» a estos efectos, 
pues si nos atenemos a una interpretación literal que se des-
preocupe de cualquier consideración sistemática, la propia 
tabla salarial de 2006 ni siquiera existiría, ya que la Comisión 
Paritaria no la publicó, como reconoce la representación em-
presarial en sus alegaciones. En este caso, el único elenco 
ordenado de cuantías salariales en función de las categorías 
profesionales, sería la tabla de 2005. Evidentemente, esta es 
una solución llevada al absurdo, pero válida en el caso para 
poner de manifiesto cómo no es posible atenerse a una litera-
lidad que rompa la armonía interna del precepto del III Conve-
nio, que, además, no hace sino reproducir la solución aplicada 
en Convenios anteriores, que no fue discutida por las partes 
en ningún momento, y que no consta que haya sido discutida 
tampoco en este caso, por lo que se dirá.

En efecto, en el art. 26 del Convenio del sector para 1991 
(Res. 14 enero 1991, BOJA núm. 8, de 1 de febrero) se preveía 
una revisión salarial en términos semejantes en su estructura 
a la maneja en el Convenio cuestionado, y en el último inciso 
de dicho precepto, para el caso de producirse un aumento del 
salario por desviación del IPC, «se tomará como base el resul-
tado de la actuación para la revisión salarial que corresponda 
en 1992»; esto es, para el año 1992 la cuantía del salario se 
fijaría partiendo de la tabla de 1991 actualizada, revisada.

En el Convenio para 1992-1993 (Res. 20 abril 1992, BOJA 
núm. 81, de 20 de agosto de 1992), art. 17 la fórmula es la 
misma, aunque ciertamente se complica la redacción: «La du-
ración del presente convenio será de dos años. Se establece 
un incremento sobre la tabla de salarios al 31 de diciembre de 
1991 del 6% para el período comprendido del 1 de enero de 
1992 al 31 de diciembre de 1992. Ocurriendo que si al 31 de 
diciembre de 1992 el IPC superase el 5,5% se incrementará 
con carácter retroactivo al 1 de enero de ese año, la diferencia 
del IPC real con el del 5,5%. Para el segundo año del presente 
Convenio y en el periodo comprendido entre el 1 de enero de 
1993 al 31 de diciembre del mismo año, la tabla salarial se in-

crementará en el IPC previsto por el gobierno para ese periodo 
más un punto, ocurriendo que a la conclusión de éste a fecha 
de 31 de diciembre de 1993 será revisado el IPC aplicado, por 
la desviación que pudiera existir, pagándose de haber diferen-
cia en el primer trimestre del año». Ya en este segundo texto 
es patente que se establece una subida salarial enlazada con 
el IPC, que se proyecta en todo momento sobre el pasado y 
para cálculos futuros, pues en ningún caso se hace referencia 
a otra base de cálculo que la «tabla» que maneja el Convenio, 
que no es otra que la incrementada por el IPC o por la diferen-
cia con el IPC previsto, en su caso. Esto es, no se maneja una 
noción de «tabla salarial de 1992», por ejemplo, sino de tabla 
salarial «al» 31 de diciembre del año de que se trata, lo que 
constituye una referencia patente a una cuantía móvil de la ta-
bla salarial, que comprende las actualizaciones que ésta deba 
experimentar hasta el momento en que deba servir de base 
de cálculo de un incremento salarial posterior, sucediéndose 
las actualizaciones a IPC real sin solución de continuidad por 
todo el período de vigencia del Convenio.

Por su parte, en el Convenio 1997-1999 (Res. 6 agosto 
1997 BOJA núm. 105, de 9 de septiembre de 1997) se si-
gue manteniendo la misma técnica de revisión de la cuantía 
salarial, aunque la redacción vuelve a cambiar, acercándose 
a la que se contempla en el precepto cuestionado: (Art. 17) 
«se acuerda la tabla salarial que acompaña a este texto como 
Anexo I, que supone un incremento del 3% con respecto a 
la tabla salarial del año 1996 y que servirá de base para el 
cálculo del incremento retributivo del siguiente año. Para el 
segundo año del presente Convenio y por el periodo compren-
dido del 1 de enero de 1998 al 31 de diciembre del mismo 
año, la tabla salarial de 1997 se incrementará en el IPC real 
del año 1997, aumentada en un 0,8%. En el último año del 
presente acuerdo, por el período comprendido desde el 1 de 
enero al 31 de diciembre de 1999, la tabla salarial de ese año 
se incrementará con el IPC real establecido al 31 de diciembre 
de 1998, más un 0,5%». Aunque con una terminología más 
confusa que sus precedentes, resulta claro que también en 
este supuesto el trenzado de cuantías salariales permanece 
de manera que cada año se calcula la subida a experimentar 
sobre el salario del período anterior incrementado con el IPC 
real correspondiente a ese año, incluidas las desviaciones ex-
perimentadas respecto de la cuantía prevista.

Esta misma solución es la que, a mayor abundamiento, 
mantiene el I Convenio Colectivo estatal de Acuicultura Marina 
(Res. 12 enero 2007), art. 20: «Se acuerda la tabla salarial 
que acompaña a este texto como Anexo I y que servirá de 
base para el cálculo del incremento retributivo del siguiente 
año. La tabla de salarios de 2007 se revisará en lo que el IPC 
real supere el 3% en dicho año. Para el segundo año del pre-
sente Convenio, y por el periodo comprendido desde el 1 de 
enero al 31 de diciembre de 2008, se tomará como base para 
el cálculo de dicho período la tabla salarial de 2007 revisada, 
en su caso, incrementándose ésta en el IPC previsto por el go-
bierno para dicho año (2008) más el 1%». Una solución tanto 
más significativa cuanto que la propia representación empre-
sarial la auspicia para resolver la cuestión ahora planteada.

3. Así las cosas, la noción de tabla salarial que en el Con-
venio cuestionado, como en sus inmediatos antecedentes, se 
emplea para servir como base de cálculo de los incrementos 
salariales anuales es una cifra móvil y compleja, que com-
prende, por supuesto, las subidas salariales que se derivan de 
la aplicación a las cuantías consolidadas en el ejercicio ante-
rior, del IPC previsto para el año de que se trate, pero también 
de las desviaciones que se hayan producido a lo largo del año 
considerado. Y esta cifra móvil es la que se ha manejado tam-
bién en el Convenio ahora cuestionado, a través de una refe-
rencia a la «tabla salarial» que no se ha entender hecha sino a 
la cuantía salarial que proceda en el momento –normalmente 
a 31 de diciembre– en que ha de realizarse el cálculo de la 
nueva subida salarial, cuantía que no es otra, como se ha 
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visto, que la resultante, no ya sólo de la aplicación a principios 
del año del IPC previsto, sino también de la suma de la cuan-
tía correspondiente por las desviaciones en el IPC durante el 
período considerado más el incremento adicional previsto por 
el Convenio en cada caso. Como resulta obvio, para romper 
con una secuencia de cálculo de las cuantías salariales que se 
remonta a más de 10 años atrás, es preciso que tal ruptura 
tenga lugar de forma clara y patente, y no deduciéndola de la 
ausencia de un adjetivo que ya se ha visto que no siempre se 
ha utilizado en el pasado para hacer referencia a esa misma 
técnica consolidada por la experiencia y sobre cuyo sentido en 
ningún momento hubo acuerdo, ni en la Comisión Paritaria ni 
en la actualidad.

4. A lo anterior ha de añadirse la obvia conclusión de que 
no resulta procedente descontar cuantía alguna percibida por 
los trabajadores en aplicación de la subida salarial que corres-
pondiera para 2007 en aplicación de la interpretación que se 
ha dado de lo dispuesto en el art. 19 del Convenio. 

En atención a todo lo expuesto

R E S U E L V O

Que el art. 19 del III Convenio Colectivo para el sector de 
la Acuicultura Marina en Andalucía en el período 2006-2007 
debe ser interpretado en el sentido de que para el cálculo del 
incremento salarial para el año 2007 ha de tomarse como 
base de cálculo la tabla salarial de 2006, incrementada con 
el porcentaje que proceda por la desviación del IPC real expe-
rimentado a lo largo del referido año 2006 (a 31 de diciembre 
de 2006), aumentada en un 1%. 

 CONSEJERÍA DE TURISMO, COMERCIO
Y DEPORTE

RESOLUCIÓN de 19 de septiembre de 2008, de la 
Delegación Provincial de Huelva, por la que se hace pú-
blica la Resolución por la que se conceden subvenciones 
solicitadas al amparo de la Orden que se cita, para la mo-
dalidad 5 (SCT), Implantación de Sistemas de Calidad.

Al amparo de la Orden de 9 de noviembre de 2006, por la 
que se establecen las bases reguladoras para la concesión de 
subvenciones en materia de turismo (BOJA núm. 239, de 13 
de diciembre de 2006), para la modalidad 5 (SCT): Implanta-
ción de Sistemas de Calidad, esta Delegación Provincial hace 
público lo siguiente:

Primero. Mediante la Resolución de 19 de septiembre de 
2008 de esta Delegación Provincial, se ha resuelto la convo-
catoria de subvenciones 5 (SCT): Implantación de Sistemas 
de Calidad, correspondiente al ejercicio 2008, realizada al am-
paro de la Orden citada.

Segundo. El contenido íntegro de dicha Resolución estará 
expuesto en el tablón de anuncios de esta Delegación Provin-
cial, sita en Avda. Alemania, 1, de Huelva, a partir del mismo 
día de la publicación de la presente Resolución en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía y en la página web de nuestra 
Consejería

Tercero. Los plazos establecidos en dicha Resolución se 
computarán a partir del día siguiente al de la publicación de 
esta Resolución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Huelva, 19 de septiembre de 2008.- La Delegada, Rosario 
Ballester Angulo. 

 CONSEJERÍA DE SALUD

RESOLUCIÓN de 30 de octubre de 2008, de la 
Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de Salud, por 
la que se delega en el Director Gerente del Hospital 
Universitario Virgen de la Nieves la competencia para 
concertar servicios complementarios de determinadas 
terapias quirúrgicas.

Con el fin de complementar la adecuada asistencia a pa-
cientes, el Hospital Universitario «Virgen de las Nieves», de Gra-
nada, necesita concertar determinados servicios, complementa-
rios de los propios, de terapias quirúrgicas de Traumatología.

Por ello, de conformidad con lo previsto en el artículo 13 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimento Adminis-
trativo Común, y en uso de las facultades atribuidas por el ar-
tículo 14 del Decreto 193/2008, de 9 de mayo, por el que se 
establece la estructura básica de la Consejería de Salud y del 
Servicio Andaluz de Salud,

R E S U E L V O

Primero. Delegar en el Director Gerente del Hospital Uni-
versitario «Virgen de las Nieves», de Granada, en el ámbito de 
su competencias y sin más límites que el de los créditos pre-
supuestarios que se le asignen, el ejercicio de la competencia 
para la concertación de servicios complementarios de terapias 
quirúrgicas de Traumatología, así como para resolver los re-
cursos potestativos de reposición sobre esta materia.

Segundo. En todos los actos o acuerdos que se adopten 
en virtud de las competencias delegadas se hará constar esta 
circunstancia.

Tercero. La presente Resolución será efectiva a partir del 
día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía.

Sevilla, 30 de octubre de 2008.- El Director Gerente, José 
Luis Gutiérrez Pérez. 

 CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN

ACUERDO de 28 de octubre de 2008, del Conse-
jo de Gobierno, por el que se aprueba el Acuerdo de 
19 de mayo de 2008, formalizado por la Consejería 
de Educación y las Organizaciones Sindicales CC.OO., 
ANPE-A, CSIF y FETE-UGT, por el que se prorroga el 
de 20 de noviembre de 2003, sobre retribuciones del 
profesorado de niveles de enseñanza no universitaria 
dependiente de la Consejería de Educación.

Con fecha 19 de mayo de 2008 se firmó un Acuerdo en-
tre la Consejería de Educación y las Organizaciones Sindicales 
CC.OO., ANPE-A, CSI-CSIF y FETE-UGT, por el que se prorroga 
el de 20 de noviembre de 2003 sobre retribuciones del profe-
sorado de niveles de enseñanza no universitaria dependiente 
de dicha Consejería. Dicho Acuerdo ha sido negociado en el 
seno de la Mesa Sectorial de Educación, con participación de 
las organizaciones que la integran y constituida al efecto, de 
conformidad con lo recogido en los artículos 34.4, 37.1 y 38.4 
de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Em-
pleado Público.

La Comunidad Autónoma de Andalucía ostenta la compe-
tencia para proceder al incremento de la cuantía de las retribu-
ciones del profesorado a que se refiere el citado Acuerdo, de 


